Expediente AR-8/2008
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje de derecho promovido por D. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXXX, D. XXXXX, DÑA. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXXY D. XXXXX, contra la entidad mercantil “XXXXX” sobre impugnación de acuerdo de la Asamblea General de fecha 29 de junio de 2008.
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 29 de julio de 2008 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXXX, D. XXXXX, DÑA. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXXY D. XXXXX, de la que, como pretensión principal, se deduce la impugnación del acuerdo de la Asamblea General de fecha 29 de junio de 2008 de la cooperativa “XXXXX”, referente a la resolución de los expedientes de baja obligatoria de los demandantes como socios de esa entidad. La documentación que se adjuntaba con la demanda, una vez admitida como prueba, ha sido objeto de estudio a la hora de dictar el presente laudo.
SEGUNDO: Una vez subsanados los defectos observados en la solicitud, se dio traslado de la misma a la cooperativa que nos ocupa para su contestación, lo que tuvo lugar con fecha 29 de abril de 2009, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían, se acompañaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba y se solicitaba, además, la práctica de otros medios que se declararon en su momento pertinentes.
TERCERO: En fecha 5 de Noviembre de 2009 las partes comparecieron en la sede de la Consejería de Trabajo y Empleo (Dirección General de Trabajo e Inmigración), previa convocatoria, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.

Comparecieron los demandantes personalmente, si bien se hizo constar que D. XXXXX comparecía en nombre de Dª XXXXX, que D. XXXXX lo hacía en nombre de XXXXX y que, asimismo, D. XXXXX actuaba en representación de Dª XXXXX. Ninguno de ellos aportó documento alguno que acreditase las referidas representaciones, aunque sí se presumían a la vista del expediente. No obstante, en el referido acto todos los demandantes otorgaron representación suficiente a la Letrada XXXXX, adscrita al Ilustre Colegio de Abogados de Toledo con el número XXX.

Por parte de la cooperativa compareció D. XXXXX, en representación que constaba ya acreditada mediante apoderamiento apud acta. 

Durante el transcurso del referido acto los demandantes ratificaron la pretensión recogida en la solicitud de arbitraje, es decir, que se declarase no ajustado a derecho el acuerdo por el que se acordó la baja obligatoria de todos ellos y se los considerase como socios inactivos, pasando a proponer seguidamente la prueba que a su derecho convino. Además, también por parte de los solicitantes de arbitraje, se requirió a la cooperativa la llevanza de la contabilidad de una forma más clara. También D. XXXXX añadió que existen más socios en la misma situación que los demandantes y que no se les ha declarado en baja obligatoria y, por último, D. XXXXX solicitó su reconocimiento como socio. 

Por parte de la cooperativa se ratificó íntegramente el contenido de la contestación a la demanda, reiterando la solicitud de práctica de la prueba propuesta en su día. También se alegó que dos de los demandantes carecen de legitimación activa por no ostentar la condición de socio. En último lugar se añadió el dato de que son treinta y cinco las bajas obligatorias acordadas por la cooperativa como consecuencia de no aportar uva.   
CUARTO: Mediante Resolución de fecha 10 de noviembre de 2009, se acordó la apertura de un periodo de treinta días para proceder a la práctica de la prueba propuesta y declarada pertinente, con el resultado que obra en el expediente y del que se ha dado traslado a los interesados.
QUINTO: Nuevamente, con fecha 26 de noviembre de 2009, se convocó a las partes  para la práctica del interrogatorio de los solicitantes de arbitraje, con el resultado que asimismo obra en el expediente.
SEXTO: Con fecha 3 de diciembre de 2009 se practicó el interrogatorio del presidente de la cooperativa, prueba admitida y calificada como pertinente, con el resultado de sobra conocido por todos los interesados en el procedimiento. También declararon en el mismo acto en calidad de testigos D. XXXXX y D. XXXXX, no compareciendo D. XXXXX y D. XXXXX pese a estar debidamente citados.
SÉPTIMO: Por último, con fecha 23 de diciembre de 2009, fueron convocadas una vez más las partes para la celebración de la preceptiva vista de conclusiones.

Por parte de los demandantes se solicitó la elevación a conclusiones definitivas de las alegaciones recogidas en el escrito de iniciación del presente procedimiento y todas las demás realizadas a lo largo del mismo. En concreto, se indicó que no existe ni en los Estatutos ni en la vigente Ley precepto que recoja como causa de expulsión el no aportar uva, teniéndose que considerar como una mera falta; enlazando con este argumento, se alegó infracción del principio de tipicidad, estimándose desproporcionada la decisión de expulsar a los demandantes y reiterando su solicitud de reingreso en la cooperativa en calidad de socios inactivos. Se alega infracción del artículo 14 de la Constitución Española en el sentido de que existen más socios en la misma situación (se entiende que no aportan uva) y que continúan perteneciendo a la cooperativa. Por último se vuelven a denunciar irregularidades en la Asamblea en la que se ratificó el acuerdo de baja obligatoria adoptado por el Consejo Rector, concluyéndose con la solicitud de que se reconozca la condición de socios a D. XXXXX y D. XXXXX.

Por parte de la cooperativa se solicitó asimismo que se elevaran a conclusiones definitivas las alegaciones recogidas tanto en la contestación a la demanda como las demás realizadas a lo largo del expediente. En relación con lo anterior, se reiteraron diversas cuestiones de carácter previo que se concretan en la existencia de defectos formales en el modo de proponer la solicitud de arbitraje, falta de legitimación activa en dos de los demandantes y prescripción de la acción en tres de ellos. En cuanto al fondo del asunto se insiste en que no se trata de una expulsión sino de una baja obligatoria por no haber aportado uva en los últimos cinco años. Se niega también la existencia de irregularidades en la Asamblea de que trae causa el presente procedimiento. Por último, respecto de la afirmación relativa a la existencia de socios que continúan siéndolo sin aportar uva, por parte del representante de la cooperativa se alega que es rotundamente falso y que dicha afirmación carece de todo apoyo documental, siendo únicamente una manifestación de los solicitantes de arbitraje sin sustento probatorio alguno. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 144 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.

Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, desarrollando el precepto citado anteriormente, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes hubieran perdido la condición de socio en una cooperativa por los hechos que se sometan a arbitraje, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa.

SEGUNDO: Teniendo en cuenta que en la contestación a la demanda se plantean diversas cuestiones de carácter previo, su análisis y estudio debe hacerse en un primer lugar. Ello es debido a que, si finalmente se estiman, conllevaría de forma necesaria la imposibilidad de entrar a analizar el fondo de la controversia que nos ocupa. No obstante, tratándose de una solicitud de arbitraje de carácter complejo, en la que varias personas han decidido acumular sus pretensiones –y en algún caso sin que exista identidad de objeto y fundamento entre unas y otras-, conviene analizar ordenadamente esas cuestiones previas e indicar, en cada caso, si deben o no estimarse y, en caso afirmativo, a cuáles de esos solicitantes se les debería aplicar. 
TERCERO: Por seguir el orden expuesto por quien las alega, es preciso comenzar por la consistente en “EXISTENCIA DE DEFECTOS FORMALES EN LA SOLICITUD DE ARBITRAJE”. Dentro de esta cuestión se encuadran la falta de concreción de las pretensiones y el incumplimiento de las exigencias recogidas en el artículo 17 letras a), b), c), d) y e) del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo.


En primer lugar hay que decir que la cuestión planteada debe tener en este tipo de procedimientos, en los que no es preceptivo comparecer asistido por un asesor, un carácter restrictivo en su apreciación, debiendo limitarse a aquellos supuestos en los que fuera imposible saber lo que realmente se está pidiendo, limitarse a aquellas situaciones en las que la parte demandada se ve imposibilitada por completo para conocer lo que se alega en su contra y defenderse de ello. En opinión del árbitro que suscribe, el artículo 17 del Decreto 72/2006 no hay que entenderlo de forma rigurosa y literal, sino que basta con que en la solicitud de arbitraje se ponga de relieve, aunque sea de forma poco concreta, lo que se reclama y por quién se reclama. Se alcanzarían con ello dos importantes logros: en primer lugar, se conseguiría evitar, en la medida de lo posible, un excesivo dogmatismo que en nada favorece la resolución de los conflictos sometidos a arbitraje y, en segundo lugar, le daríamos todo su sentido material al trámite regulado en el artículo 22 del Decreto 72/2006 relativo a la comparecencia de las partes para fijar los términos de la cuestión litigiosa. En cualquier caso es necesario insistir en que este criterio antiformalista en favor de la acción interpuesta no puede aplicarse a aquellos supuestos en los que sea imposible conocer lo que se reclama, quién lo reclama o no se identifique correctamente a la persona contra la que se interpone la reclamación. 

En relación con lo anterior, hay que decir que de la solicitud de arbitraje se deducía claramente cuál era la pretensión perseguida. Así, del citado escrito se pueden extraer literalmente expresiones como “los cinco al recibir la baja obligatoria le contestamos cada uno con una carta donde impugnábamos la baja obligatoria”; o bien que “ellos mismos incumplen los requisitos que exige la baja obligatoria. Al recibir las cartas de impugnación de cada uno de baja obligatoria, se dan cuenta del error y hacen una Asamblea General en la cual es la gota que colma el vaso”. De frases como éstas (es necesario insistir en ello) se deduce con claridad que lo que realmente se está impugnando es la declaración de baja obligatoria como socios de los firmantes de la solicitud, ratificada posteriormente en esa Asamblea General indicada. Además, aunque es cierto que el objeto de la petición queda un tanto difuso, difícilmente puede alegar la cooperativa desconocimiento de lo que se solicita, de quiénes son los reclamantes o de la fecha en la que se produjo la ratificación de la baja obligatoria. 

Los requisitos de claridad y precisión en la solicitud deben tener como finalidad, entre otras, que se decida con certeza y seguridad sobre la reclamación interesada, de tal manera que esa decisión sea adecuada y congruente con el debate sostenido. Pero para ello es suficiente con que se indiquen o consten los hechos de forma sucinta o aproximada (lo suficiente como para no colocar a la parte contraria en franca situación de indefensión), ya que, tal y como se ha indicado con anterioridad, es realmente en un trámite posterior en donde sí que es necesario ya determinar con exactitud el objeto real de la pretensión.


Por otra parte, en cuanto al resto de defectos formales alegados, hay que significar que la solicitud de arbitraje fue admitida una vez que fueron todos ellos subsanados a juicio de la Comisión de Arbitraje y Conciliación, tal y como consta en el escrito de fecha 1 de abril de 2009, en el que también se le concedía a la cooperativa un nuevo plazo de ocho días para formular la contestación a la solicitud de arbitraje. Por tanto, puede concluirse que no existe motivo suficiente para estimar la cuestión previa consistente en la existencia de defectos formales en el escrito de iniciación del presente procedimiento. 
CUARTO: Seguidamente se alega por parte de la cooperativa “FALTA DE LEGITIMACIÓN ACTIVA PARA EJERCITAR LA SOLICITUD DE ARBITRAJE”. Esta cuestión previa encuentra su fundamento en la supuesta falta de acción, y se traduce en la negación de la titularidad del derecho material que se pretende ver satisfecho. De ahí que venga a proyectarse ineludiblemente sobre el fondo del asunto por afectar a la falta de razón o derecho para pedir. Por tanto, aunque no se alegara por una de las partes, es evidente que esta circunstancia debe considerarse de oficio, toda vez que es una cuestión que no puede separarse de los requisitos básicos que en todo caso deben examinarse.
No obstante es necesario indicar que la legitimación no radica sólo en la mera posesión de un derecho sino que, también, debe hacerse depender de la vinculación entre la titularidad jurídica que se afirma y las consecuencias que se pretenden o reclaman y que son objeto de debate. En suma, puede señalarse que la legitimación exige determinar previamente si, de forma efectiva, guarda coherencia la posición subjetiva que se invoca respecto de las peticiones que se deducen en el expediente. 
Teniendo en cuenta lo anterior es obligado señalar que, respecto de dos de los solicitantes de arbitraje (D. XXXXX y D. XXXXX), no puede predicarse que ostenten legitimación activa en el procedimiento que nos ocupa, tal y como acertadamente apunta la cooperativa en su contestación. No cabe duda de que el propio artículo 3 del Decreto 72/2006 limita la intervención en los procedimientos arbitrales a quienes ostenten la posesión de la condición de socio de una cooperativa o a quienes han perdido dicha condición por los hechos que se someten a arbitraje y, en el presente caso, tanto de los documentos que obran en el expediente como de las propias manifestaciones de ambos solicitantes en el acto que tuvo lugar el pasado 26 de noviembre de 2009, no consta que a la fecha de interposición de la solicitud de arbitraje ostentaran la condición de socio en la entidad cooperativa que nos ocupa. De hecho, puede afirmarse que precisamente lo que pretenden es el reconocimiento de esa condición, pero en ningún caso la impugnación de su baja obligatoria como tal, que es lo que debe dilucidarse en el presente procedimiento.
En consecuencia, teniendo en cuenta lo señalado anteriormente, puede concluirse que, tanto en el caso de D. XXXXX como en el de D. XXXXX, no guarda relación el derecho que se invoca con las pretensiones a estudiar en este procedimiento arbitral (impugnación de la baja obligatoria como socio). No obstante ello no significa bajo ningún concepto que, subjetivamente, no ostenten el derecho que invocan, es decir, que no reúnan los requisitos para adquirir la condición de socio de la cooperativa (que es en definitiva lo que realmente persiguen), pero esos extremos y requisitos no pueden ser valorados en este laudo. Debe, por tanto, estimarse la falta de legitimación activa. 
QUINTO: Siguiendo el orden de quien alega las cuestiones previas, obligado es tratar en este instante si la demanda de arbitraje presentada puede o no ser considerada como extemporánea por haberse interpuesto fuera de plazo, afectando tal circunstancia a D. XXXXX, D. XXXXX y D. XXXXX, en representación de Dña. XXXXX. 

La propia naturaleza del concepto de caducidad de la acción que vamos a estudiar impediría igualmente, de ser estimado, que se pueda entrar a valorar el fondo de la cuestión litigiosa que se plantea. No nos encontramos, por consiguiente, ante un supuesto de prescripción extintiva de acciones, que requeriría en su caso ser aducido por alguna de las partes –aunque así ocurre en el presente caso-, sino que, al encontrarnos ante un supuesto de caducidad, debería valorarse de oficio incluso en el supuesto de que no hubiera sido alegado. 

Fue el Tribunal Supremo en Sentencia de 5 de Julio de 1957 el que afirmó que  la caducidad responde, de forma escrupulosa, a la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico. Dicho de otro modo, el efecto inmediato que se persigue con esta figura, que no es otro que la convalidación de los acuerdos por el transcurso del plazo de impugnación, descansa en la conveniencia de facilitar la certeza en las relaciones jurídicas, todo ello con objeto de evitar la perturbación tardía de las decisiones tomadas en un determinado momento.


En este sentido, es evidente que las posibilidades de impugnación de acuerdos que contempla la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, no pueden persistir indefinidamente. Tal y como hemos comentado, es necesario poner término a las  situaciones de incertidumbre en el  ejercicio de los derechos, sobre todo porque en no pocas ocasiones nos encontramos ante situaciones que hacen presumir el abandono de esas facultades por parte de su titular (en última instancia es ésta la razón por la que no se puede entrar a valorar el fondo del asunto si el plazo de caducidad se hubiera sobrepasado). La inactividad o falta de ejercicio del derecho o de la acción de que se trate dentro del plazo concedido puede considerarse sin duda como contrario al interés social, sobre todo si de ello extrae algún beneficio quien precisamente no hace ejercicio de esas facultades en el momento oportuno. De ese modo se procura evitar la generación de situaciones de una clara y prolongada inseguridad jurídica. 
Dejado sentado lo anterior, tal y como se desprende de la propia Ley 20/2002, y más concretamente de su artículo 49.3 respecto de los acuerdos adoptados por el Consejo Rector, los plazos dispuestos lo son siempre de caducidad, debiéndose diferenciar entre si lo que se trata de impugnar es un acto nulo de pleno derecho, en cuyo caso la acción caduca a los dos meses, o bien nos encontramos ante un acto simplemente anulable, que disfruta de un plazo de impugnación de un mes.

Por tanto, el primer problema que se nos plantea -aunque su resolución finalmente no tenga ninguna eficacia práctica en el procedimiento que nos ocupa- es determinar si el acuerdo del Consejo Rector en el que se declaraba la baja obligatoria de los socios y que es objeto de impugnación es nulo de pleno derecho o, en cambio, debe ser considerado anulable. La propia Ley 20/2002 concede algo de claridad en su artículo 43.2 cuando dispone de forma literal que “serán nulos los acuerdos contrarios a la Ley. Los demás acuerdos a que se refiere el número anterior serán anulables”. Atendiendo al tenor literal del artículo anterior, este árbitro considera que el acto impugnado debe ser considerado anulable, con las consecuencias que ello conlleva y que veremos más adelante.
Del análisis de la documentación aportada tanto en la demanda como en su contestación no puede apreciarse que exista contravención a lo dispuesto en la Ley a la hora de la adopción del acuerdo de baja obligatoria. Para considerarlo nulo de pleno derecho debería haberse producido, o bien un quebrantamiento patente y manifiesto de lo establecido legalmente, no sólo en cuanto al fondo del asunto acordado, sino también en cuanto a la forma en la que se adopta tal decisión, o bien una vulneración evidente de las posibilidades de defensa de los interesados. Pues bien, nada de ello concurre en el supuesto que nos ocupa.
 Por otra parte hay que tener en cuenta también que en los casos de revisión de acuerdos sociales se ha de proceder con ponderación y cautela, procurando no dejar sin efecto la esfera de acción reservada a los órganos de la cooperativa, en este caso al Consejo Rector. Por consiguiente, descartando que nos encontremos ante un supuesto de nulidad –el cual debe reservarse para las decisiones más graves y flagrantes- se evidencia que nos encontramos ante la impugnación de un acto meramente anulable y que, atendiendo a lo previsto legalmente, se disponía del plazo de un mes para solicitar su anulación, plazo que comenzó a computarse desde el momento en que el mismo fue notificado. En este sentido constan acreditados en el expediente los siguientes extremos:
a) Como documento nº 2 que acompaña a la contestación a la demanda, figura la notificación enviada con acuse de recibo a D. XXXXX en la que se le indica la intención del Consejo Rector de concederle la baja obligatoria como socio de la cooperativa al no reunir los requisitos para mantener esa condición. No consta, en cambio, que por parte del interesado se haya procedido a la presentación de alegaciones contra ese acuerdo.
b) En la misma situación a la descrita se encuentra D. XXXXX, tal y como se desprende del documento nº 3 de la contestación a la demanda. 

c) No obstante, respecto de Dña. XXXXX, sólo puede afirmarse que recibió la notificación en la que se le indicaba su baja obligatoria como socia (y ello porque la misma fue aportada por la propia interesada al expediente), pero no queda acreditada la fecha en la que se recibió materialmente por la afectada. De ello deriva ineludiblemente la imposibilidad de determinar el “dies a quo” del cómputo del plazo para impugnar.
Por consiguiente, en el caso de D. XXXXX y D. XXXXX es claro que nos encontramos ante una acción interpuesta de forma extemporánea, habiendo transcurrido sobradamente el plazo concedido legalmente para su impugnación sin que ésta se hubiera producido. En cambio, no puede decirse lo mismo en relación con Dña. XXXXX al no haberse podido determinar con exactitud el día a partir del cual comenzó a contar el mes de que disponía para impugnar la decisión del Consejo Rector, debiendo por tanto en este caso –y en los que más adelante se indican- entrar a estudiar el fondo del asunto planteado.
SEXTO: Teniendo en cuenta las cuestiones previas resueltas en los párrafos precedentes, sólo respecto de los solicitantes que se relacionan seguidamente puede entrar a estudiarse el fondo del asunto: D. XXXXX, Dña. XXXXX, D. XXXXX, Dña. XXXXX, D. XXXXX y Dña. XXXXX.

Del contenido de la solicitud de arbitraje y de la vista previa celebrada el pasado día 5 de noviembre de 2009 se constata (es preciso insistir en ello) que la pretensión principal en este procedimiento ha consistido en la impugnación por parte de los solicitantes de la declaración de baja obligatoria como socios de la entidad cooperativa de referencia. En ningún caso, tal y como se indicó en el  acuerdo de fecha 10 de noviembre de 2009 de apertura del periodo de prueba, y teniendo en cuenta los motivos que justificaron esa baja obligatoria, se puede entrar a valorar cuestiones que afectan a la contabilidad de la entidad cooperativa o a la propia llevanza de los libros contables, como pretendieron en su momento los solicitantes de arbitraje. No obstante, como asimismo se indicó, esto no significa que esas cuestiones no puedan ser objeto de la oportuna fiscalización o censura, pero la misma no puede llevarse a cabo en el presente procedimiento si lo que se pretende realmente es salvaguardar de forma efectiva el principio de congruencia.

En relación con lo mencionado en el párrafo precedente, conviene en este momento remitirnos al Fundamento de Derecho Tercero del presente laudo, en el que se desestimaba la alegación de existencia de defectos formales en la solicitud de arbitraje. Precisamente esa desestimación encontraba fundamento en que, del escrito por el que se inició el presente procedimiento, quedaba suficientemente clara cuál era la pretensión de los solicitantes, la cual guarda relación directa con los motivos aducidos por la cooperativa para proceder a las bajas obligatorias. Es en ello exclusivamente en lo que debemos centrarnos.
SÉPTIMO: De las alegaciones vertidas a lo largo del procedimiento puede afirmarse que la oposición a la baja obligatoria se fundamenta tanto en defectos formales en la adopción de dicho acuerdo (se denuncian diversas irregularidades en la Asamblea que ratificó la decisión adoptada por el Consejo Rector), como en cuestiones relativas directamente al fondo de la citada decisión.

Para una mayor claridad en la exposición de los fundamentos jurídicos que sustentan el presente laudo, conviene empezar con el estudio de esos defectos formales alegados por los interesados. Concretamente, se afirman diversas irregularidades en la Asamblea que ratificó el acuerdo del Consejo Rector relativas al cómputo de voto por representación, a la inexistencia de papeletas que recogieran la opción de la abstención, a la carencia de urnas de cristal y, por último, irregularidades en cuanto a la firma del acta de la referida Asamblea. 

Comenzando por los defectos aducidos respecto del voto por representación, es necesario indicar en primer lugar que el artículo 40 de la vigente Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, prevé la posibilidad de que cada socio se haga representar en la Asamblea de que se trate por otro, quien no podrá ostentar más de dos representaciones (en iguales términos se expresa el artículo 31 de los Estatutos de la entidad cooperativa de referencia). En este sentido, consta en el acta de la Asamblea de 29 de Junio de 2008, en la que se ratificó el acuerdo de baja obligatoria del Consejo Rector, que a la misma asistieron 62 socios; por otra parte, no sólo del resultado de las votaciones, sino de las representaciones manuscritas otorgadas por los socios que no asistieron y que constan en el expediente (todas ellas), se comprueba que realmente fueron 51 las personas que ejercieron su voto a través de representante. En consecuencia, teniendo en cuenta el número de votos presentes y representados, puede afirmarse de forma objetiva que en ningún caso se ha podido producir contravención a lo establecido tanto en el artículo 40 de la Ley como en el 31 de los Estatutos, no superándose los límites recogidos en dichos preceptos.

Se alega también por los solicitantes de arbitraje la inexistencia de papeletas en blanco y la carencia de urnas de cristal en las que depositar los votos. En el primer caso su inexistencia no puede conllevar bajo ningún concepto la nulidad de la votación de que se trate entre otras cosas porque, a efectos prácticos en relación con el cómputo de los votos emitidos, es indiferente un sobre vacío o un voto en blanco, es decir, tienen el mismo valor y carecen, en consecuencia, de eficacia en el escrutinio final, pudiendo haber optado el socio que pretendiera abstenerse por la posibilidad de introducir un sobre sin papeleta. Lo realmente importante en este tipo votaciones es lo que podríamos denominar como “votos asignados” o, dicho de otro modo, los votos en los que de forma expresa y manifiesta queda patente la intención del elector. En el presente caso, atendiendo a la naturaleza de los acuerdos a ratificar, era más que suficiente con la existencia de papeletas en las que se reflejara de forma clara, nítida y sin que pudieran invitar a confusión un SI o un NO.
En segundo lugar, respecto de la inexistencia de urnas de cristal, tampoco puede estimarse su alegación. Lo fundamental en este punto, con independencia del material en el que esté confeccionada la urna en la que se vayan depositando los votos, es que la misma no pueda ser manipulada, que su interior no sea accesible hasta que se realice el escrutinio y, en definitiva, que su “precinto” o cierre reúna las características que permitan la salvaguarda de esos requisitos desde un inicio. El mero hecho de que no se tenga a la vista en todo momento el interior de la urna -con independencia de que pueda resultar más o menos aconsejable-, en ningún caso invalida toda la votación si el resto de requisitos apuntados no son vulnerados. Por tanto, a los efectos que nos ocupan, es indiferente que los votos se depositen en una caja de cartón, de metal, de plástico o de cualquier otro material, siempre que quede constancia de la imposibilidad de acceder a su interior antes y durante la votación. De todas formas, en el presente supuesto, si tenemos en cuenta la intensidad con la que las distintas partes han expuesto sus posiciones, resulta más que difícil que en el momento de la votación pudiera la urna en cuestión haber permanecido en algún instante al margen del control de los interesados para ser manipulada, lo que viene a corroborarse una vez determinado el número de votos, los socios que ejercieron su voto personalmente y aquéllos que lo hicieron por representante. 

En último lugar, se alega un defecto formal en relación con las firmas estampadas en el acta de una Asamblea celebrada con fecha  de 9 septiembre de 2007. Teniendo en cuenta en un primer término que se trata de un defecto que, de haberse producido realmente, en nada afecta a la resolución que sobre el fondo se refleja en el presente laudo, es necesario indicar que la propia Ley de Cooperativa establece en su artículo 38.4 los requisitos que deben reunir las actas levantadas al efecto por el Secretario, concretándose en la necesidad de que consten la firma de éste y del Presidente y de, al menos, dos socios que no ostenten cargos sociales. Pues bien, a la vista de la copia compulsada del acta de la referida Asamblea que obra en el expediente, queda acreditado el cumplimiento de esos requisitos previstos de forma legal, sin que el libro original –al que ha tenido acceso el árbitro que suscribe- presentase aparentemente algún tipo de manipulación, tachadura o raspadura. En cualquier caso, tal y como se ha indicado anteriormente, teniendo en cuenta la Asamblea en la que se ratificó el acuerdo del Consejo Rector relativo a la baja obligatoria como socios de los solicitantes, si realmente se hubiera producido algún defecto de carácter formal en la redacción del acta de la Asamblea de 9 de septiembre de 2007 –que no es el caso- en nada afectaría al fondo de presente procedimiento.
OCTAVO: Ahora sí, centrándonos en la cuestión litigiosa propiamente dicha, es necesario comenzar indicando que el artículo 31 de la vigente Ley de Cooperativas dispone que “causarán baja obligatoria los socios que pierdan los requisitos exigidos para serlo según esta Ley o los Estatutos de la cooperativa”, añadiendo el artículo 14.1 de los Estatutos de la entidad que nos ocupa que “cesarán obligatoriamente como socios quienes pierdan cualesquiera de los requisitos fijados en los presentes Estatutos para adquirir la condición de socio, en especial quienes dejen de ostentar la condición de ser titulares de explotaciones agrarias situadas en el ámbito de la Cooperativa”. En relación con lo anterior, el artículo 7.1 de los mismos Estatutos establece como requisito para adquirir la condición de socio “las personas físicas y jurídicas (…) que, por cualquiera de los títulos admitidos en derecho, gocen directamente del aprovechamiento y disfrute sobre explotaciones agrarias (…)”, imponiendo el 13.2  a los socios la obligación de “participar en las actividades que desarrolle la Cooperativa con la totalidad de la producción de uva, en sus distintas variedades, obtenida de las explotaciones agrícolas de que sea titular (…)”

Teniendo en cuenta lo anterior, en las distintas notificaciones recibidas por los solicitantes de arbitraje se indica que la baja obligatoria se produce por no aportar uva durante los últimos cinco años. Asimismo, en el interrogatorio practicado a los demandantes en el presente procedimiento, todos ellos vinieron a reconocer de forma expresa que, efectivamente, desde hace más de cinco años no aportan uva a la cooperativa, a saber:

· D. XXXXX, que ingresó como socio en el año 1989, reconoce que no aporta uva desde la campaña 2001/2002

· Dña.  XXXXX no lo hace desde la campaña del año 1991.
· D. XXXXX se incorporó como socio en el año 2005 y afirma expresamente que desde entonces no aporta uva.

· Dña. XXXXX asimismo reconoce que no aporta uva porque no tiene cosecha alguna que declarar, añadiendo que sus viñas son totalmente improductivas.

· D. XXXXX no aporta uva desde la campaña 1997/1998, según se desprende de sus propias manifestaciones. Por otra parte, si bien acredita con el correspondiente registro vitícola ser titular de una explotación agraria, consta en el SIGPAC que su explotación se encuentra en situación de abandono.

· Por último, Dña. XXXXXX, representada en ese acto por su hijo, reconoce que no aporta uva desde la campaña 2002/2003, afirmando que no tiene viña alguna ni puede aportar declaración de cosecha.

A la vista de las propias declaraciones de los solicitantes de arbitraje, se pone de manifiesto el incumplimiento de lo previsto en el artículo 13.2 de los vigentes Estatutos sociales, de lo que pueden derivarse dos consecuencias fundamentales: la primera de ellas, que los demandantes no son titulares de explotación agraria alguna en producción, lo que supone no reunir los requisitos para ostentar la condición de socio; la  segunda de las consecuencias, en caso contrario, sería que la uva producida en sus respectivas explotaciones no es aportada a la cooperativa de la que forman parte como socios. Cualquiera de las dos opciones podría conllevar obligatoriamente que dejaran de formar parte de la entidad de referencia, bien en aplicación del artículo 31 de la Ley de Cooperativas y 14 de los Estatutos sociales, o bien por la comisión de una falta calificada como muy grave en el artículo 16.c) de los mismos Estatutos, la cual acarrea la expulsión del socio (artículo 19).
La cooperativa optó desde un primer momento por la baja obligatoria, tal y como consta en las distintas notificaciones enviadas a los demandantes, en las que se indica de forma expresa y ajustada a derecho cuáles son los motivos que fundamentan tal decisión. Y es precisamente ésta la razón por la que resulta innecesario contar con el certificado emitido por la Consejería de Agricultura en el que figure si los interesados son o no titulares de explotación vitícola alguna. Como se ha mencionado anteriormente, si no lo son, procedería la baja obligatoria; en cambio, si resultasen ser realmente titulares de explotación, se les podría imponer que dejaran de formar parte de la misma, pero en este caso como consecuencia de la apertura de un procedimiento de expulsión. 
En otro orden de cosas, no puede darse por buena la alegación relativa a que se ha producido vulneración del principio de tipicidad en la decisión adoptada por el Consejo Rector. No nos encontramos, tal y como se ha indicado en el párrafo precedente, ante la apertura de un procedimiento de carácter sancionador –que necesariamente debería haber conllevado la expulsión-, en el que sí habría que tener en cuenta esos principios vinculados con el orden penal, sino que simplemente estamos ante un acuerdo de baja obligatoria por la constatación de unos hechos que acarrean precisamente esa consecuencia (hechos reconocidos incluso por los mismos solicitantes de arbitraje), todo ello según lo dispuesto en los vigentes estatutos sociales.

Por último, tampoco puede estimarse por dos motivos fundamentales la alegación relativa a que existen más socios en la misma situación que los demandantes y que no han sufrido la baja obligatoria: el primer motivo, porque no existe en el expediente prueba alguna que acredite de forma cierta esos extremos, figurando tan sólo las afirmaciones de los propios interesados, sin que se haya propuesto ni aportado documento o actuación alguna que tienda a acreditar esos hechos; el segundo motivo, porque no puede admitirse la vulneración del artículo 14 de la Constitución Española por el hecho de que la ley no se aplique a otros que asimismo pudieran haberla incumplido. El árbitro que suscribe entiende que una actuación que contraviene la Ley y los Estatutos Sociales no puede ser esgrimida frente a lo que realmente se establece como obligatorio. Dicho de otro modo, aplicado al supuesto que nos ocupa, un comportamiento que incumple una obligación (en esta caso la de aportar uva) no puede en ningún caso justificarse aduciendo que existen otros socios que asimismo la incumplen. Estimar finalmente esta alegación significaría tanto como asumir un trato igualitario en la ilegalidad, algo a lo que –obviamente- no puede accederse. En cualquier caso, la vigente Ley de Cooperativas y los propios Estatutos establecen suficientes mecanismos en manos de los socios para obligar a los distintos órganos sociales a que cumplan y hagan cumplir la Ley, siempre en el supuesto de que no lo estén haciendo, y a ellos es necesario remitirse en este momento.
NOVENO: Tradicionalmente, el cooperativismo ha estado presidido por el llamado “principio de puertas abiertas”, del que deriva que cualquier persona que reúna los requisitos exigidos estatutariamente y las condiciones adecuadas, si desea ser socio, tiene derecho a serlo. Las cooperativas son, por tanto, entidades de organización voluntaria, abiertas a todas las personas que reúnen las condiciones establecidas estatutariamente para ser socios y que acepten las responsabilidades que de ello se derivan. No obstante, la autorresponsabilidad se configura como una característica fundamental, de tal modo que todo el que forma parte de una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo.


Por consiguiente, en lo que al presente caso puede afectar, no debería haber objeción alguna por parte de la cooperativa respecto de la posibilidad de que los socios que han causado baja obligatoria puedan nuevamente entrar a formar parte de ella, siempre teniendo en cuenta que es ineludible el cumplimiento de los requisitos reflejados en los vigentes estatutos sociales y, tal y como se ha mencionado, la aceptación de las obligaciones que se derivan precisamente de esa condición de socio.
En último lugar, procede en este fundamento jurídico tratar la alegación efectuada en alguna ocasión por los solicitantes de arbitraje a lo largo del presente procedimiento, consistente en la posibilidad de que continuaran formando parte de la cooperativa en calidad de socios inactivos, acogiéndose a lo previsto en el artículo 24 de los vigentes estatutos sociales. En relación con ello, hay que tener en cuenta que dicha posibilidad no consiste en un derecho que ostenten los demandantes, sino que más bien se trata de una facultad que reside en el Consejo Rector, órgano que deberá reconocer y autorizar expresamente en cada caso tal condición.

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

1.- Desestimar, por falta de legitimación activa, la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX y por D. XXXXX, contra la entidad mercantil “XXXXX”.

2.- Desestimar, por extemporánea, la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX y por D. XXXXX, contra la entidad mercantil “XXXXX”, y declarar que el acuerdo de baja obligatoria impugnado ha adquirido firmeza por el mero transcurso del tiempo.
3.- Desestimar la solicitud de arbitraje relativa a la impugnación de la baja obligatoria como socios, por ser ajustada a derecho, de D. XXXXX, D. XXXXX (en representación de Dña. XXXXX), D.XXXXX, DÑA. XXXXX, D. XXXXX y de D. XXXXX (en representación de XXXXX).
4.- Recordar a la entidad cooperativa que nos ocupa la obligatoriedad de admitir como socios a los demandantes, siempre y cuando reúnan los requisitos legal y estatutariamente establecidos para ostentar tal condición, los cuales deberán ser oportunamente acreditados por aquéllos en el momento de la solicitud de nuevo ingreso en la cooperativa, en el caso de que ésta se produzca (art. 8 de los vigentes estatutos sociales). Por otra parte, en relación con la posibilidad de que los demandantes sean reconocidos como socios inactivos, la misma es una facultad que reside en el Consejo Rector, que deberá valorarlo y autorizarlo en cada caso concreto  (artículo 24 de los estatutos).

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, pudiendo ser anulado, por los motivos previstos en la Ley 60/2003, de Arbitraje, mediante el ejercicio de la correspondiente acción, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente a su notificación.
En Toledo, a 5 de Enero de 2010
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
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